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EL 95 por ciento de las empresas españolas declaradas en concurso en España en 2013
acabaron en liquidación. Un porcentaje demasiado elevado que ha llevado al Gobierno a

adoptar nuevas medidas en materia concursal, con el fin de lograr la continuidad de las
empresas viables y mantener sus puestos de trabajo. Con este objetivo, se establece un mejor
engranaje entre el convenio concursal y los acuerdos de refinanciación. ELVIRA ARROYO

El proyecto de Ley de Medidas
Urgentes en Materia Concursal (pro-
cedente del Real Decreto-ley 11/
2014, de 5 de septiembre), que
ahora se debate en el Congreso, tie-
ne como objetivo facilitar los acuer-
dos que permitan la supervivencia
de las empresas que entren en un
proceso concursal.

Una de sus premisas básicas es
considerar que la continuidad de las
empresas económicamente viables
es beneficiosa no sólo para las esas
sino para la economía en general y,
sobre todo, para el mantenimiento
del empleo. Además, pretende aco-
modar el privilegio jurídico a la reali-
dad económica, ya que muchas

veces el reconocimiento de privile-
gios carentes de fundamento estaba
siendo el principal obstáculo de los
acuerdos pre-concursales. 

Lo cierto es que, a pesar de las
reformas puestas en marcha con
anterioridad, las cifras revelan que el
proceso concursal español tiene aún
numerosas deficiencias que es nece-
sario corregir. De hecho, en 2013, el
95 por ciento de las empresas decla-
radas en concurso en España aca-
baron en liquidación, lo que nos sitúa
muy por encima de otros países de
nuestro entorno, como Reino Unido
(80%) o Francia (70%).

La nueva normativa, que forma
parte del Plan Nacional de Refor-
mas 2014 y recoge las recomen-
daciones de los organismos inter-
nacionales, espera facilitar el pro-
ceso de desapalancamiento de las
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La nueva normativa recoge las
recomendaciones de los organismos
internacionales.
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empresas y evitar la destrucción de
tejido productivo. Para ello, comple-
ta las medidas ya implantadas para la
fase preconcursal y soluciona algu-
nas carencias detectadas en la fase
concursal. 

Acreedores privilegiados. Una
de las principales novedades es
ampliar las posibilidades de exten-
sión de los efectos del convenio a
los acreedores disidentes y, en par-
ticular, a los acreedores privilegia-
dos (aquellos que tienen derecho a
reclamar el cumplimiento de un
pago con prioridad), en función de
las mayorías que voten a favor.  

En cuanto a los créditos privile-
giados, se crean cuatro clases dife-
renciadas, a efectos de la votación
para la extensión del convenio,
según se trate de acreedores labo-
rales, públicos, financieros o el res-
to. En este último grupo se incluyen
los acreedores por operaciones
comerciales. 

Los acreedores privilegiados,
tanto generales como especiales,
mantienen su capacidad de adhe-
sión voluntaria al convenio, pero se
introduce la posibilidad de que se
puedan extender los efectos de
este a los acreedores privilegiados
disidentes. La condición es que
voten a favor acreedores que repre-
senten el 60 o el 75 por ciento del
pasivo de cada una de las clases de
créditos (laborales, públicos, finan-

cieros y resto), dependiendo de las
medidas a aplicar.

Para obtener el verdadero valor
de una garantía, se deducirá del
valor razonable del bien sobre el
que esta recae, el importe de los
créditos pendientes que gocen de
garantía preferente sobre dicho
bien. Además, se reducirá un diez
por ciento el valor razonable del
bien porque si la garantía se hiciera
efectiva, requerirá la ejecución del
bien o derecho sobre el que esté
constituida, y eso implicaría costes
y dilaciones.

Aprobación de convenios. Para
los acreedores ordinarios, se mantie-
ne el régimen de aprobación de con-
venios ya existente pero, si vota a
favor al menos el 65 por ciento del
pasivo ordinario, se introduce la posi-
bilidad de extender a los disidentes
las siguientes medidas: esperas de
entre cinco y diez años; quitas supe-
riores al 50 por ciento del crédito;
conversión de créditos en acciones
o participaciones del deudor, o cré-
ditos participativos hasta diez años;
transformación de la deuda en cual-
quier otro instrumento financiero de
características distintas; y cesión de
bienes o derechos en pago de crédi-
tos, siempre que no resulten necesa-
rios para la continuación de la activi-
dad empresarial y que su valor razo-
nable sea igual o inferior al crédito
que se extingue. 

Además, los acreedores con
garantía real, en caso de incumpli-
miento del convenio, pueden ejecu-
tar separadamente su garantía y
percibir, si lo cubre el bien dado en
garantía, el importe de la deuda ori-
ginaria.

Otra modificación relevante es la
ampliación del quórum de la junta
de acreedores, dando derecho de
voto a algunos acreedores que has-
ta ahora no lo tenían, como aquellos
que adquieran sus créditos con
posterioridad a la declaración de
concurso. 

Todas estas medidas pueden
aplicarse, por una sola vez, a los
convenios adoptados al amparo de
la legislación anterior, siempre que
se den mayorías reforzadas (supe-
riores a las exigidas para la aproba-
ción del convenio) y que lo apruebe
un juez. No obstante, quedan
excluidos los acreedores de dere-
cho público y laborales.

Trasmisión de unidades pro-
ductivas. Si pese a todos los
esfuerzos, la empresa entra en liqui-
dación, la norma contempla una
serie de mejoras para facilitar la
transmisión de unidades producti-
vas de bienes o servicios del deu-
dor. En primer lugar, se permite la
transmisión de contratos y licencias
sin el consentimiento de la otra par-
te. También se podrán transmitir
unidades productivas libres de obli-

La continuidad 
de las empresas
económicamente
viables es beneficiosa
para la economía en
general y, sobre 
todo, para 
el mantenimiento 
del empleo 

Régimen especial para situaciones 
de insolvencia de las empresas
concesionarias de obras y servicios públicos
EN la actualidad hay un gran número de empresas adjudicatarias de contratos adminis-

trativos en situación concursal. Para mantener la prestación de los servicios públicos, es
imprescindible dar soluciones que den continuidad a la actividad objeto de esos contratos.

La nueva legislación establece que, en los concursos de empresas concesionarias de
obras y servicios públicos o contratistas de las administraciones públicas, se acordará una
tramitación conjunta de todos los procesos concursales declarados en relación con esas enti-
dades. Esto implica la presentación de propuestas de convenio que afecten a todos ellos, y
podrán ser presentadas propuestas por parte de las Administraciones Públicas. 

Asimismo, en este tipo de concursos se aplicarán las especialidades establecidas en la
legislación de contratos del sector público y en la legislación específica reguladora de cada
tipo de contrato administrativo.
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gaciones de pago preexistentes,
salvo que se acuerde lo contrario o
que lo disponga la ley, como suce-
de con los salarios y las obligacio-
nes con la Seguridad Social. 

Finalmente, se creará una comi-
sión de seguimiento, cuya función
será valorar cómo están funcionan-
do las medidas adoptadas en la
nueva normativa. Para ello, elabo-
rará un informe anual sobre la efec-
tividad de esta reforma y sobre la
evolución del endeudamiento del
sector privado. También se creará

un portal telemático en el BOE con
información sobre las empresas en
liquidación para facilitar su enaje-
nación.

Cumplimiento de sentencia. Por
último, el Real Decreto-Ley aborda
las modificaciones legales necesa-
rias para dar cumplimiento a la sen-
tencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea de 17 de julio de
2014, modificando la Ley de Enjui-
ciamiento Civil. Así, el deudor hipo-
tecario podrá interponer recurso de

apelación contra el auto que deses-
time su oposición a la ejecución, si
esta se fundara en la existencia de
una cláusula contractual abusiva.

Esta nueva previsión se aplicará
a los procedimientos de ejecución
hipotecaria en los que no se hubie-
ra producido la puesta en posesión
del inmueble al adquirente. Adicio-
nalmente, se prevé un plazo de un
mes para los procedimientos en los
que hubiera concluido el tiempo para
recurrir el auto que hubiera desesti-
mado la oposición. �
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Pilar Marcos 
Diputada. Grupo
Parlamentario Popular

«El objetivo es el empleo»

Un problema, un objetivo y un
método; los tres compartidos. El

problema –económico y de empleo–
que padecen empresas que son via-
bles, que tienen un negocio que fun-
ciona, pero que están sobre-endeu-
dadas y esa carga financiera puede
abocarlas al concurso de acreedores
y después a la liquidación. El objetivo
es intentar salvar al mayor número de
empresas ahogadas en deudas pero
con un proyecto empresarial viable.
El método combina rapidez y diálogo:
se adoptaron medidas urgentes con
un Real Decreto (el 4/2014), que se
aprobó en el Congreso por práctica
unanimidad con el compromiso del
ministro Guindos de transformarlo en
una ley para incorporar mejoras en el
trámite parlamentario. Aún más, esa
voluntad de ayudar a empresas via-
bles, pero sobre-endeudadas, se
extiende a las que ya están en fase
concursal con otro Real Decreto de
septiembre. Porque el objetivo es el
empleo, y el método facilitar las con-
diciones para que las empresas pue-
dan crearlo.

Jesús Caldera 
Diputado. Ponente 
del proyecto de Ley
Grupo Parlamentario Socialista

«Sería esencial un
procedimiento adaptado a
personas físicas, PYMES y
autónomos endeudados»

La normativa concursal es vital
para mantener la actividad de las

empresas y el empleo. La deuda del
sector empresarial es superior a la
zona euro y, para recuperar tasas de
crecimiento, es indispensable redu-
cirla. Para eso se precisa un procedi-
miento concursal que funcione
correctamente pero en este momento
no es así. El 94 por ciento de las
empresas en concurso acaban en
liquidación. Esta ley flexibiliza el pro-
cedimiento, amplía quitas y esperas,
favorece la aprobación de convenios
y se puede aplicar a los convenios ya
pactados. Todo positivo. Pero no se
establece un procedimiento adaptado
a personas físicas (insolvencia perso-
nal), pymes y autónomos endeuda-
dos. Y sería esencial que así fuera. De
eso dependerá la posición final del
Grupo Socialista: dar una segunda
oportunidad a empresas pequeñas,
autónomos y ciudadanos”.

Joan Coscubiela 
Diputado de Iniciativa
per Catalunya Verds. Portavoz adjunto
del Grupo Parlamentario de IU, ICV-
EUIA, CHA: La Izquierda Plural

«Es una ley hecha a medida
de determinadas
operaciones»

La Izquierda Plural se opone al pro-
yecto de Ley de reforma de la ley

concursal, por considerar que afecta
negativamente a la seguridad jurídica
estar en permanente reforma de una
misma ley (la cuarta vez durante esta
Legislatura).

Comparte algunos aspectos de
estructuración de los créditos por blo-
ques y los cambios en las mayorías de
bloqueo,pero se opone a aquellos cam-
bios que pretenden facilitar el desgua-
ce y troceamiento de empresas por la
vía de los procesos concursales y su
compra a precio de saldo por parte de
los fondos buitres a los que el Gobierno
sitúa en igualdad de condiciones que a
las entidades financieras sometidas a
supervisión. Somos especialmente crí-
ticos con la devaluación del carácter
preferente de los créditos laborales y
tenemos el convencimiento que se tra-
ta de una ley hecha a medida de deter-
minadas operaciones, en concreto, el
rescate de las autopistas por parte de
fondos públicos.


